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RESUMEN

Después de examinar los objetivos y el nuevo 
dispositivo institucional creado a la luz de re-
forma energética de 2013-2014 para atender la 
problemática social vinculada con los proyec-
tos de energía en comunidades y municipios, 
este artículo analiza las aportaciones y, sobre 
todo, las carencias de esta legislación en vis-
ta de sugerir algunas alternativas. Asimismo, 
pone en evidencia la naturaleza del problema 
de gobernabilidad que subyace tras la espiral de 
conflictividad que surge con la presencia de los 
desarrolladores en las comunidades. Como par-
te de una investigación más amplia, este trabajo 
utiliza las múltiples entrevistas a profundidad 
con diferentes grupos de actores (guberna-
mentales, empresas, comunidades, académicos, 
periodistas, consultores, etc.) para complemen-

ABSTRACT

Among its objectives and the new institutional 
framework that it has provided, the Mexican 
energy reform (2013-2014) has addressed social 
challenges related to energy projects in commu-
nities and municipalities. This paper discusses 
the prospects, and particularly, the existing gaps 
in legislation to propose alternatives. It has also 
underlined the nature of a governance pro-
blem that lies behind the social conflicts on 
the rise due to the intervention of developers 
among the communities. This article is part of 
a larger research project; in consequence, in-
terviews in-depth were carried among different 
stakeholders (public and private sector, commu-
nities, scholars, journalists, consultants, etc.) to 
support the hemerographic sources. The origi-
nal features of this essay is that: a) it provides 
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tar la búsqueda hemerográfica realizada. La 
originalidad de este trabajo consiste en que: a) 
ofrece una visión histórica del nuevo andamiaje 
institucional para regular los impactos sociales 
(comparada con las graves deficiencias anterio-
res) y estudia las aportaciones de los cambios 
legislativos en derechos humanos, indígenas y 
responsabilidad social empresarial para la nueva 
regulación; b) muestra cómo la certeza jurídica 
que pretende brindar el nuevo marco regulato-
rio está in fine vinculada con el viejo problema 
de gobernabilidad que el país no ha logrado re-
solver hasta la fecha. 

Palabras clave: regulación; impactos sociales; 
evaluación de impactos sociales; consulta previa; 
gobernabilidad; desarrolladores; comunidades 
(indígenas); proyecto de energía; México.

an historical overview of the new institutional 
framework to adjust the social impacts (when 
compared to the previous serious flaws) and 
analyses the contributions of legislative chan-
ges within human rights, indigenous rights, and 
corporate social responsibility in the new regu-
lation; b) it confirms how legal certainty, which 
the new institutional framework is intended to 
provide, is, in fine, associated with the age-old 
governance problem that Mexico has failed to 
solve so far.

Keywords: regulation; social impacts; social im-
pact evaluation; prior consultation; governance, 
developers; (indigenous) communities; energy 
project; Mexico.

Introducción

Abrir a la inversión privada, nacional e internacional, las actividades a lo largo de la cadena 
de valor de la industria petrolera y eléctrica y posibilitar la creación de un verdadero mer-
cado de la energía marcaron un hito en la historia y el desarrollo del sector energético.1 Este 
giro de 180 grados representa un verdadero cambio de paradigma en el sector, que pasó 
de ser una industria centrada en un solo oferente a un entorno con múltiples oferentes; de 
unas empresas públicas: Petróleos Mexicanos (Pemex) y Comisión Federal de Electricidad 
(cfe), reguladas por criterios burocráticos, a un entorno sumamente volátil y cambiante; de 
estrategias empresariales guiadas por una visión burocrática a unas encaminadas a buscar 
la creación de valor en un entorno de competitividad económica y comercial. Durante las 
discusiones previas a la reforma, el gobierno prometió que esta transformación iba a traer 
gran desarrollo económico e industrial en el país, además de una seguridad energética que 
auspiciaría un desarrollo sostenible. 

1  Véanse  los cambios realizados a los artículos 25, 27 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, de diciembre de 2013, y las leyes secundarias (promulgadas el 11 de agosto de 2014). 
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Sin embargo, cuando la reforma empezó a ejecutarse, en la segunda mitad de 2014, lo 
hizo en un escenario internacional muy complejo por la caída brutal de los precios del crudo 
(76% entre junio de 2014 y junio de 2015). Este panorama dificultó aún más la apertura 
que, de por sí, se antojaba difícil. Entre los múltiples retos, la gestión social de los proyectos 
energéticos adquirió una relevancia insospechada desde el inicio.2 No es un asunto menor: 
tiene implicaciones directas sobre la seguridad y la sostenibilidad energéticas del país.3 Los 
proyectos desarrollados en la región de Tehuantepec, Oaxaca lo ilustran muy bien. La re-
lación y el diálogo entre autoridades federales mexicanas, desarrolladores e inversionistas 
internacionales y las comunidades indígenas han tenido repercusiones notables en alcances, 
tiempos y costos varios de los 25 parques eólicos ubicados en los municipios de Juchitán, 
Santo Domingo, Ixtaltepec, Unión Hidalgo y El Espinal. Destacan, en particular, proyectos 
como el Parque Eurus (Acciona y Cemex), Parques Eólicos de México (Iberdrola) y Ma-
reña Renovables (hoy Eólica del Sur).4 

Lo “social”, en el ámbito energético, cubre un espectro muy amplio –desde temas de 
contenido nacional y su repercusión en el desarrollo local o regional, pasando por el ajuste 
entre demanda y cantidad, calidad y precios de la oferta energética, hasta la cuestión de la 
repartición de la renta petrolera y sus implicaciones socioeconómicas–, a nivel local, es-
tatal y federal. Aquí nos enfocamos en el vínculo “proyecto energético y comunidad”: los 
impactos en un municipio o comunidad de una intervención física (infraestructura) nece-
saria para el funcionamiento de un proyecto energético. Es una relación problemática que 
constituye uno de los núcleos de mayor riesgo para la adecuada ejecución de la reforma. Es-
tán en juego tanto la búsqueda de un mayor desarrollo social de las comunidades como del 
manejo eficiente de los proyectos energéticos. Ambos aspectos no suelen ajustarse de manera 
armónica. Para prevenir una posible incompatibilidad es particularmente importante estable-
cer una regulación adecuada que tome en cuenta a los diferentes actores involucrados, a fin de 
aportar un mínimo de certeza y seguridad jurídica a las partes involucradas.

Desde la formación de las iniciativas en el seno del Ejecutivo Federal, varios sectores, 
como la Confederación Nacional de Organizaciones Ganaderas, académicos y expertos en 

2  La atención estaba más bien puesta en la forja de los nuevos contratos, por ejemplo. 
3  La seguridad energética en su dimensión económica significa garantizar un suministro confiable y adecuado de 
energía a un precio razonable. Por su parte, el llamado “Informe Bruntland” definió el desarrollo sostenible como la 
capacidad de responder a las necesidades de la generación actual, sin afectar las de la generación posterior. Se declina 
en tres dimensiones: ambiental, económica y social (onu, 1987). 
4  El proyecto Energía Eólica del Sur pretendía construir una planta de energía eólica de 396 kW en Oaxaca y la 
infraestructura asociada en el área del istmo de Tehuantepec. El proyecto iba a proveer energía al Fomento Económico 
Mexicano, s.a.b. de c.v. (femsa), bajo el marco legal del Programa de Autoabastecimiento. Con una inversión de 850 
millones de dólares, el proyecto se aprobó el 23 de noviembre de 2011 y se firmó el contrato el 23 de febrero de 2012. 
Sin embargo, se suspendió de manera definitiva el 11 de diciembre de 2015, por el juez séptimo de Distrito en el estado 
de Oaxaca por un amparo que presentaron 1 166 miembros del pueblo indígena Binniza (zapotecos) del Istmo de 
Tehuantepec.
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la materia, organizaciones no gubernamentales (ong) y diversas asociaciones, así como los 
legisladores en comisiones ofrecieron contribuciones valiosas que permitieron diseñar una 
propuesta de regulación acerca de los impactos sociales y de la ocupación superficial del 
suelo. El esfuerzo legislativo buscó también ser preventivo e imaginar escenarios que pu-
dieran volverse críticos. A semejanza de lo que sucedió en otros segmentos de la reforma, 
se tomaron en cuenta las “mejores prácticas” en vigor en esta área. A nivel institucional se 
creó, en la Secretaría de Energía (Sener), la Dirección de Impacto Social y Ocupación Su-
perficial (disos), que quedó bajo las órdenes del Jefe de la Oficina del Secretario de Energía 
(dof, 2014). 

Sin embargo, ni esta nueva entidad ni la nueva normatividad han conseguido los re-
sultados esperados. Es cierto que surgieron en un entorno carente de una reglamentación 
previa sólida, en el que solían operar códigos implícitos y prácticas informales –muchas de 
ellas abusivas– que se convirtieron en usos y costumbres para atender las exigencias socia-
les. En este contexto, las preguntas fundamentales que van a orientar esta reflexión son las 
siguientes: ¿Cuáles son las metas y las piezas esenciales que los reformadores crearon para 
atraer nuevas inversiones sin afectar los derechos (humanos, de propietarios o poseedores, 
entre otros) de las comunidades –buscando, más bien, que reciban un beneficio en contra-
parte de los posibles daños que tendrán? ¿Hasta qué punto este nuevo marco regulatorio 
permite una gobernabilidad adecuada de la gestión social de estos proyectos? ¿Cuáles son 
las limitantes de la legislación actual y qué mecanismos (jurídicos, organizacionales, etc.) 
faltan para propiciar mayor certeza jurídica y social y, por ende, mayor seguridad y soste-
nibilidad energéticas? En otros términos, ¿qué hacer para que las negociaciones entre los 
diferentes actores desemboquen en acuerdos suficientes para evitar una espiral de conflicto? 
De los múltiples aspectos que cubre la gestión social de estos proyectos, nos enfocaremos 
aquí en los desafíos que plantean su regulación y su institucionalización. Se examinarán so-
lamente los impactos sociales, dejando de lado el tema de la ocupación del suelo. 

Para empezar deben recordarse las prácticas vigentes antes de la reforma, tanto en la 
industria de los hidrocarburos como en la eléctrica. Esto sentará las bases para presentar 
posteriormente el cambio de objetivos y el nuevo dispositivo regulatorio: se caracterizará a 
los diferentes actores involucrados en el proceso, así como el papel que desempeñaron. En 
la última parte se evaluarán las aportaciones y las deficiencias del nuevo marco regulatorio 
con la intención de brindar algunas sugerencias.

Breve recuento de la gestión social de los proyectos energéticos antes de la Reforma

Históricamente, Pemex y la Comisión Federal de Electricidad (cfe) operaron como em-
presas estatales constituidas como monopolios de Estado. Desde la nacionalización de la 
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industria petrolera y, más tarde, de la eléctrica, ambas instituciones inscribieron sus misio-
nes nacional y social como objetivos centrales en sus estatutos jurídicos. Sin embargo, en 
la práctica estos objetivos se cumplieron de manera parcial e insuficiente. 

El desarrollo de Petróleos Mexicanos da buena cuenta de lo anterior.5 Desde 1938, la 
paraestatal ha tenido poca –o nula– autonomía en cuanto a su gestión administrativa, 
económica o social. Hasta mediados de la década de 1970, la empresa estaba sujeta a la re-
lación corporativista que la unía con el sindicato y el gobierno. Las decisiones políticas le 
ponían límites y distraían su atención hacia las exigencias de grupos sociales afectados por 
las políticas energéticas. Con el cambio radical que trajo consigo la política exportadora de 
petróleo (1977-1978), lo social se supedita a consideraciones financieras. Sin embargo, este 
giro tampoco promovió una mayor independencia del área social: seguía sujetada al dik-
tat del gobierno. La preocupación por la buena marcha de la empresa y luego por la renta 
petrolera ha superado con creces la atención prestada a las externalidades negativas deri-
vadas de una industria que tiende a ser, por esencia, depredadora.6 Fue muy similar lo que 
ocurrió con la cfe (y también con la hoy desaparecida Luz y Fuerza del Centro). Estas em-
presas tuvieron como objetivo dotar de energía eléctrica al país –muchas veces a costa de 
poblaciones enteras, a las que tuvieron que desplazar para construir presas e instalaciones 
hidroeléctricas. 

Fue hasta el decenio de 1990 cuando la cuestión social empezó a adquirir relevancia, 
como reflejo de la preocupación que cundía a nivel internacional por el tema del desa-
rrollo sustentable (seguridad industrial, responsabilidad social y ambiental). Este cambio 
de visión acompañó el proceso de negociación y firma del Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte (tlcan), que encaminó al país a abandonar su aislamiento y atender 
las normas válidas en el escenario internacional. El gobierno mexicano por lo menos se es-
forzó en proyectar en el exterior una imagen positiva, como un país que se adaptaba a las 
nuevas reglas.7 A nivel interno, también se dieron varias medidas que, si bien representa-
ron cierto avance en la materia, distaron de propiciar un arreglo institucional que atendiera 
de manera pertinente esta área. 

5  La formación de la paraestatal, el 7 de junio de 1938, como resultado de la expropiación de las compañías petroleras 
extranjeras (el 18 de marzo de 1938), simbolizó la recuperación de la soberanía de la nación mediante la reapropiación 
de los recursos petroleros, en un contexto internacional en el que eran cada vez más apreciados como elementos de 
desarrollo industrial. 
6  Véanse García y Rodríguez (2008) y Uribe (2014). El estado de Tabasco fue víctima de esta situación. Novelas y 
estudios científicos narran las externalidades desastrosas que ha sufrido esta región desde que se encontraron, a finales 
de la década de 1970, yacimientos petroleros muy prolíficos: alza inflacionaria desproporcionada, degradación del 
medio ambiente y del patrimonio arqueológico, corrupción creciente, división social entre los petroleros y el resto de 
la población, prostitución galopante, alcoholismo, etcétera. 
7  México firmó en 1990 el Convenio 169 de la oit cuya piedra angular es la participación y las consultas de las comu-
nidades indígenas, pero quedó en letra muerta hasta que la reforma de 2013-2014 lo reactive. 
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En Pemex se creó en 1984 la primera Gerencia de Desarrollo Social; nunca llegó a 
transformarse en Dirección General, como ocurrió en otro caso similar, el de Ecopetrol, 
Colombia.8 A inicios del siglo xxi, Pemex buscó acercarse a la sociedad –con Transparencia 
Mexicana y, luego, con el grupo de participación ciudadana– para que acciones y resulta-
dos de la gestión social y ambiental de la empresa fueran más transparentes.9 A raíz de la 
firma del Pacto Global (2006),10 Pemex adoptó una declaración de principios y un código 
de conducta en el que se señalan sus objetivos, valores fundamentales y responsabilidades. 
Paralelamente, aceptó de manera voluntaria ser evaluada por instancias internacionales, 
tales como el Global Reporting Initiative (gri).11 En materia de impactos sociales en las co-
munidades, paulatinamente se construyeron entidades, normas y reglas para atender de 
manera distinta estos problemas. En 2010, por primera vez, se elaboró un plan de nego-
cios integral y de largo plazo para la paraestatal (2010-2024). Se reconoció la necesidad de 
fortalecer la relación con la sociedad y de proteger el ambiente.12 A partir de 2010, el Plan 
de Negocios de Pemex integró el tema de responsabilidad social. Hasta 2014, la Geren-
cia de Responsabilidad y Desarrollo Social, adscrita a la Dirección General Corporativa de 
Administración,13 condujo bajo un mismo enfoque diseño e instrumentación de los progra-
mas de desarrollo comunitario: el Programa de Apoyo a la Comunidad y Medio Ambiente 
(pacma), las Obras de Beneficio Mutuo (obm) y los donativos y donaciones. Las relaciones 
de Pemex con la comunidad y sus autoridades estuvieron basadas en los “acuerdos marco” 
anuales que la empresa firmaba con los gobiernos de los estados petroleros (López, 2016: 
212). En general, Pemex se comprometía a fomentar la inversión y el empleo, promover la 

8  El tema ambiental, por su lado, empezó a atenderse desde la década de 1990, con la creación de una Dirección de 
Desarrollo Ambiental (reducida luego a nivel de subdirección). Para remediar los problemas de seguridad industrial 
se creó en 1997 el Sistema Integral de Administración de la Seguridad y la Protección Ambiental (siaspa). Entrevista 
a Ing. Carlos Morales, gerente de planta de Atasta, Campeche,2012. Véase Rousseau (2012: 326). 
9  Se empezaron a realizar auditorías sociales y ambientales. Estas medidas se reforzaron luego con el Pacto Global. 
Véase García y Rodríguez (2008: 17-40). 
10  En 1999, durante el Foro Económico Mundial, la idea de Responsabilidad Social de la Empresa (rse) surgió como 
una iniciativa del Secretario General de la Organización de las Naciones Unidas (onu), Kofi Annan, con el fin de 
convocar a la comunidad empresarial del mundo a sumar esfuerzos con esta organización, sus gobiernos y los sec-
tores social y laboral, para adoptar diez principios en materia de derechos humanos y laborales, medio ambiente y 
combate a la corrupción. Esta iniciativa, conocida como Pacto Global, retoma los principios de Derechos Humanos 
y principios fundamentales sobre derechos en el trabajo de la Organización Internacional del Trabajo (oit), así como 
los Principios de Río sobre medio ambiente. 
11  Desde 1996, se privilegió la atención a los problemas ambientales y de seguridad sobre los aspectos relacionados 
con las comunidades. Será hasta 2011 y 2012 cuando Pemex recibirá del Centro Mexicano de Filantropía (Cemefi) y 
de la Alianza para la Responsabilidad Social Empresarial (Aliarse) certificaciones de rse. 
12  Asimismo, en 2010, los nuevos contratos (Contratos Integrales de Exploración y Producción, ciep) incluyeron 
estudios de impactos ambientales y sociales. 
13  Jimena Marván explicó las diferencias entre ambas gerencias, subrayando que la Gerencia de Desarrollo Social en 
la Dirección Corporativa de Responsabilidad y Desarrollo Social era un instrumento político cercano al Presidente 
de la República (Marván, 2013). 
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formación de recursos humanos de alto nivel, apoyar la realización de infraestructura vial, 
portuaria e hidráulica, equipamiento urbano y rural e impulsar proyectos productivos, entre 
otras acciones. Por otra parte, seguía vigente el viejo sistema –muy poco transparente– de 
donativos y donaciones que Pemex otorgaba.14 Como se trataba de una actividad estraté-
gica (conforme a lo dispuesto en los artículos 27 y 28 de la Constitución), la expropiación 
podía realizarse en caso de necesidad. Debido a la situación caótica que prevalecía en la 
regularización de la propiedad, en aras de ganar tiempo Pemex se acostumbró a negociar 
de manera poco transparente y pagar directamente a las comunidades por las afectaciones 
padecidas. Esto alentó prácticas de reclamación, que dieron lugar a extorsiones y al surgi-
miento de “sindicatos” (en Tabasco, en particular), que no son más que grupos de presión 
que cierran el paso a las compañías contratistas de Pemex, impidiéndoles trabajar a menos 
de que paguen un “derecho de piso”.

El asunto de la Responsabilidad Social Empresarial aplica de manera diferente en el caso de 
Pemex. Como lo recuerda Rodolfo Uribe:

Pemex no puede funcionar sobre la base de una Responsabilidad Social de Empresas porque no es 
una empresa privada: tiene que funcionar dando la cara y sometiéndose a convenios, acuerdos y 
negociaciones con los ciudadanos para quienes trabaja, porque, además, legalmente son sus due-
ños […] Los directivos de Pemex están obligados a rendir cuentas a los ciudadanos y la obligación 
de la empresa respecto al medio ambiente y la situación económico-social local no es secundaria 
o coyuntural, como lo sería para una empresa privada; es constitutiva. La responsabilidad social 
de Pemex no puede depender de sus decisiones propias sino que está establecida en la Constitu-
ción y todo el resto de las leyes reglamentarias de los tres niveles de gobierno (Uribe, 2014: 111)

Sin embargo, el estatuto de “paraestatal” ha llevado Pemex a tener una actuación particular, 
amparando también la poca transparencia y eficacia de las reglas existentes. De cualquier 
manera, los resultados que arrojan encuestas de opinión pública y evaluaciones emitidas 
por diversas instancias (académicas y ong, entre otras) ponen en evidencia que Pemex goza 
de mala fama. Cuestionarios y talleres realizados en zonas petroleras muestran que la per-
cepción de los habitantes ha sido muy negativa con respecto al desempeño de Pemex.15 En 
cuanto a donativos y donaciones, un trabajo de Fundar, que cubre el periodo 1995-2006, en 

14  Los donativos son ayudas en forma gratuita de recursos en dinero que se otorgan a las personas morales solicitantes 
que se encuadran en los supuestos establecidos en la Ley Federal de Presupuestos y Responsabilidad Hacendaria. Las 
donaciones consisten en la transmisión a título gratuito de aquellos bienes muebles, regulados por el título Quinto 
de la Ley General de Bienes Nacionales e Inmuebles, que ya no son útiles para Petróleos Mexicanos y los organismos 
subsidiarios, así como productos elaborados por las Subsidiarias. López (2016: 215-216). 
15  Esto se observa en encuestas aplicadas en tres ciudades de las regiones marinas noreste y sur (Ciudad del Carmen, 
Campeche; Macuspana y Jonuta, Tabasco).
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Tabasco y Campeche sobre el impacto de donativos y donaciones en la región, subraya las 
deficiencias del marco institucional: los ingresos derivados de la actividad petrolera no han 
disparado el desarrollo social y económico de la región (Pirker, Arias e Ireta, 2007: 130). 
Además, si lineamientos y criterios para solicitar recursos eran públicos, escaseaba la in-
formación sobre su aplicación. El estudio también señala los problemas asociados con la 
fiscalización de los recursos.16 

La industria eléctrica siguió una pauta bastante similar. El avance más importante en 
términos de atención social se dio a principios del sexenio del presidente Carlos Salinas 
(1988-1994). Fue resultado de la presión que el Banco Mundial (bm) impuso a los proyectos 
que financiaba en América Latina. En efecto, el Estado mexicano, por medio de la Secretaría 
de Hacienda (shcp) y a petición de la cfe, negoció con el bm un préstamo de 470 millones de 
dólares para financiar la construcción de dos presas hidroeléctricas: Aguamilpa (Nayarit) y 
Zimapan (entre Querétaro e Hidalgo) (Huacuz, 2017). El Banco inauguraba nuevas direc-
trices para vigilar los organismos que ejercían cada préstamo cuando la construcción de 
presas podría ocasionar impactos sociales y ambientales en las poblaciones. Para cumplir 
con estos lineamientos, la cfe creó en 1989 la Gerencia de Desarrollo Social, que elaboró 
una nueva estrategia para administrar los desalojos involuntarios. Se buscó fomentar una 
mayor participación de los afectados mediante asambleas, restituir las tierras cultivadas –
inundadas en el nuevo embalse–, consultar sobre el diseño de los nuevos poblados y las 
modalidades arquitectónicas de las casas proyectadas en los mismos. También (hecho in-
sólito en la historia de los proyectos nacionales) convocó a otra agencia estatal –el Instituto 
Nacional Indigenista (ini)– para monitorear el proceso.

Como muestra de una mayor atención a lo social, en 2008 la paraestatal se ufanó de 
haber conseguido la única certificación nacional –Empresa Socialmente Responsable (esr)– 
conferida por el Cemefi. Esta distinción se otorga por cumplir con ciertos estándares de 
desempeño en materia de calidad de vida en la empresa, ética empresarial, vinculación con 
la comunidad y cuidado del medio ambiente. La cfe buscó también participar con el Ins-
tituto Nacional para la Normalización en la elaboración de la Norma Mexicana, iso 26000, 
de Responsabilidad Social y creó una Guía para el Desarrollo de Acciones Sociales, im-
pulsando la sistematización de los resultados de todos sus centros de trabajo (cfe, 2008). 

Estos esfuerzos fueron indudablemente notables, aunque enfocados a cumplir criterios for-
males. Además, prevalecieron otras características negativas, como normatividad insuficiente, 
falta de información, apreciaciones erróneas de seguridad y políticas públicas mal enfocadas. 
Propiciaban movilizaciones sociales, prolongadas controversias y una cultura de la reclamación. 

16  Al parecer, la región centro en donde está la capital, Villahermosa, ha sido favorecida; sólo 3.2% de los municipios 
del estado ha sido beneficiado por estas aportaciones, mientras que 52% son comunidades de marginación baja o 
muy baja. 
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En este contexto, la reforma constitucional de 2013 y sus leyes reglamentarias se aboca-
ron a promover cambios regulatorios para remediar estas situaciones problemáticas, asunto 
grave de cara a la entrada de actores privados en el sector. 

La reforma de 2013 y el nuevo arreglo institucional para la gestión social

La reforma constitucional de 2013 en energía tenía como objetivos propiciar mayor desarro-
llo industrial y económico, así como mejor seguridad energética. Era claro que si se querían 
obtener estos resultados había que prevenir y atender las controversias (impacto socioam-
biental y regularización de la ocupación superficial) relacionadas con la presencia de las 
empresas de Estado y también privadas en comunidades y ejidos. La nueva norma jurídica 
debía inscribir los derechos mínimos, así como las reparaciones justas y equitativas de los 
propietarios y poseedores de la tierra por las afectaciones reales o posibles que la presencia 
de la infraestructura podría ocasionar para satisfacer el interés público (Zenteno, Pineda y 
Robledo, 2016). Era menester, pues, ofrecer mayor certeza y seguridad jurídica a todos los 
actores interesados: a la inversión privada (los contratistas), a los asignatarios (las empre-
sas productivas del Estado) y a las comunidades. Con este propósito, se añadieron, en las 
leyes de Hidrocarburos y de la Industria Eléctrica, dos capítulos: uno dedicado al tema de 
la ocupación superficial y otro al impacto social y la mitigación de sus efectos. 

Las preguntas que guían esta reflexión son las siguientes: ¿Cuáles fueron las medidas que 
se tomaron en ambas industrias? ¿Qué nuevas entidades y normas surgieron? ¿Qué nuevos 
actores fueron formalmente integrados en la toma de decisión? 

La nueva regulación social en el ámbito energético tenía antecedentes precisos. Desde 
los años 1990 y con mayor velocidad a partir de inicios del siglo xxi, hubo varios cambios 
importantes (en la Constitución, tratados internacionales, leyes, entidades, etc.) en materia 
de derechos humanos y de derechos indígenas, así como en materia agraria, que propicia-
ron el surgimiento de nuevos actores con demandas específicas. Esto abonó al tema de los 
impactos sociales y la cuestión de la ocupación superficial de la tierra en relación con los pro-
yectos energéticos. A continuación, se revisarán brevemente estas transformaciones para 
analizar en un segundo momento cómo propiciaron los cambios regulatorios de la ley de 
hidrocarburos y la de la industria eléctrica en estos aspectos. 
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Los antecedentes a los cambios regulatorios de la reforma en lo social 

En este apartado se subrayarán solamente los cambios en la legislación internacional o na-
cional que repercutirán de manera directa sobre los cambios regulatorios diseñados durante 
la reforma energética de 2013-2014 en relación con los impactos sociales. 

Desde la década de 1990 y sobre todo al inicio del siglo xxi, la importancia que ya tenían 
en el plano internacional los temas de derechos humanos y de derechos indígenas (o triba-
les), así como la responsabilidad social empresarial adquieren cierta relevancia en México. 
Por su parte, la cuestión agraria también será objeto de revisión a nivel nacional. 

El tema de los derechos humanos obtuvo relevancia en México con la negociación del Tra-
tado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan) durante el sexenio de Salinas.17 Por 
una parte, las exigencias de los pueblos indígenas tomaron fuerza a raíz del levantamiento 
zapatista del 1 de enero de 1994, opuesto al tratado comercial.18 Los gobiernos posterio-
res (Ernesto Zedillo y Vicente Fox) buscaron vías para atender los reclamos de los pueblos 
indígenas. Así se formó la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 
(cdi), el 21 de mayo de 2003, como órgano descentralizado de la administración pública 
federal. Con anterioridad, el Senado había aprobado el Convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo (oit) sobre la consulta indígena (en 1990). Aún más decisiva fue 
la jurisprudencia emitida por la Corte Internacional de Derechos Humanos en 2009 por 
el caso Rosendo Rodilla.19 Ésta obligó a México a acatar el bloque de constitucionalidad. 
La Constitución y todos los tratados internacionales que el país ha firmado tienen desde 
entonces el mismo nivel. Las implicaciones son múltiples: facilitarán la posibilidad de le-
vantar amparos.20 

El tema de Responsabilidad Social Empresarial (rse) adquiriría importancia creciente 
con los “Principios de Ecuador”. En las huellas del Pacto Mundial, del 28 de julio de 2000 

17  El 6 de junio de 1990, por decreto presidencial, se creó la Comisión Nacional de Derechos Humanos, que en un 
inicio era un órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobernación. Así se pretendían redefinir las obligaciones 
y responsabilidades del Estado frente al individuo. Sin embargo, fue sobre todo un elemento que buscaba proyectar 
una intención de cambio de actitud del gobierno mexicano hacia los derechos humanos. En este momento dependían 
directamente de la Presidencia de la República (Rousseau, 2001: 361). La cndh adquiriría mayor autonomía y rango 
constitucional posteriormente. 
18  El ezln quería señalar a los dos socios de México en el tlcan que éste seguía siendo un país subdesarrollado cuya 
imagen no era precisamente la que el equipo salinista había vendido a Canadá y Estados Unidos.
19  A Rosendo Rodilla fue asesinado en la década de 1970 –presuntamente por el gobierno (¿federal, estatal o local?), 
en Guerrero–, en momentos de enfrentamientos entre la guerrilla y el gobierno. Las demandas de su familia no 
prosperaron durante mucho tiempo. La cidh retomó el caso en 2009. 
20  El primer caso que trató de esta manera fue el de Wirikuta, uno de los territorios sagrados de la cosmogonía de un 
grupo indígena, que llevó el Centro Mexicano de Derechos Ambientales, AC (cemda). Sin embargo, la comunidad 
en este caso perdió el amparo contra la minera canadiense Revolution Resources (Garza, 2017). Sobre Wirikuta véase 
Gutiérrez (2002). 
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(un Global Compact, 2011), los bancos que financiaban proyectos buscaron la manera de 
evaluar y gestionar riesgos ambientales y sociales vinculados con las actividades de inver-
sión. Así surgieron los Principios de Ecuador (pe), en Washington D.C., el 4 de junio de 
2003, que constituyen un marco para administrar el riesgo crediticio al determinar, eva-
luar y gestionar el impacto ambiental y social en proyectos financiados para el desarrollo 
y la construcción de grandes proyectos de infraestructura e industriales. El Pacto obliga a 
las instituciones financieras firmantes a no conceder préstamos a proyectos en los que el 
prestatario no cumpla o no pueda cumplir con sus respectivas políticas y procedimientos 
sociales y ambientales. Años después, en 2005, los Principios de Inversión Responsable (pri) 
fueron una iniciativa de Naciones Unidas que fortaleció aún más a los pe, pues incentivó 
el compromiso voluntario de llevar a cabo inversiones responsables al considerar temas de 
gobernanza, impacto social e impacto ambiental en los proyectos.

Por último, en el ámbito nacional, en aras de reorientar y dar dinamismo al desarrollo 
rural y combatir la pobreza y la marginación, la reforma agraria (del 26 de febrero de 1992), 
que emprendió el gobierno de Carlos Salinas de Gortari (Warman, 2003), va a tener efectos 
indirectos sobre la reforma energética en cuanto a ocupación de suelo. Quiso dar certidum-
bre jurídica a la tenencia de la tierra (Art. 56), por medio del Programa de Certificación de 
Derechos Ejidales y Titulación de Solares Urbanos (Procede);21 reconoció a las asambleas 
ejidales y comunales como las autoridades máximas de los núcleos agrarios y canceló la in-
tervención del gobierno al permitir que, por decisión de la asamblea general del núcleo, se 
cambie el tipo de propiedad de la tierra.22

La aplicación de los nuevos principios relativos a impactos sociales en el sector energé-
tico (o minero) en otros países del continente americano también sentó precedentes para 
México. En particular, Colombia fue un modelo para el país. Con estos antecedentes en 
mente, se examinará la nueva regulación relativa a los impactos sociales. 

El nuevo diseño institucional para regular los impactos sociales

Objetivos de la nueva regulación

Para subsanar y atender omisiones de la legislación anterior, la nueva regulación quiso 
establecer principios y reglas del juego mínimas para definir los impactos sociales, deter-

21  Se creó en el Procede el Registro Agrario Nacional (ran), al que le compete la expedición, registro y control de los 
certificados de derechos parcelarios y de derechos comunes, así como de los títulos de los solares urbanos. Hoy es un 
órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu).
22  La reforma agraria de 1992 ya consideraba aspectos de derechos humanos, en particular los vinculados a género. 
Históricamente, las mujeres no podían ser propietarias de las parcelas (Warman, 2003). 
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minar las modalidades admitidas para documentarlos, así como los ámbitos de actuación 
aceptables para prevenir, reparar o mitigar los daños posibles o reales.23 Con la intención 
de facilitar la negociación de acuerdos equitativos entre los involucrados, se favoreció un 
diálogo abierto entre múltiples actores para incorporar propuestas, demandas y perspecti-
vas de las diferentes partes interesadas (stakeholders). La Ley de Hidrocarburos y la Ley de 
la Industria Eléctrica establecen claramente que se atenderán los “principios de sostenibili-
dad y respeto de los derechos humanos de las comunidades y pueblos de las regiones en los 
que se pretendan desarrollar”.24 Estos dos principios ratifican la adhesión y aplicación del 
marco jurídico nacional e internacional al que México ya había suscrito anteriormente.25 En 
cuestión de derechos humanos se trata no sólo de garantizar, respetar y promover la tota-
lidad de los mismos, sino de prestar especial atención a los grupos vulnerables. Por ello, el 
énfasis en el reconocimiento, protección y respeto a los derechos de las comunidades indí-
genas, de los grupos tribales, ejidos y comunidades agrarias que puedan resultar afectadas. 

Impacto social: estudios, evaluación y consulta previa

Las leyes (la de Hidrocarburos y la de la Industria Eléctrica) y sus reglamentos diferencian 
dos fases en cuanto a las externalidades sociales de los proyectos: la detección de impactos 
sociales (mediante estudio y evaluación) y la consulta previa en el caso de las comunidades 
o pueblos indígenas. En ambos casos, se redactaron con minuciosidad lineamientos, meto-
dologías, disposiciones, protocolos de acción que la Dirección General de Impacto Social 
y Ocupación Superficial (dgisos), de la Sener, tiene que hacer aplicar, so pena de cance-
lar el proyecto. 

Sin entrar en detalle en la regulación emitida, destacaremos aquí los conceptos clave que 
definen el ámbito de acción de cada una de estas fases para evidenciar el sentido profundo 
de los mecanismos adoptados. Es notable el esfuerzo de jerarquización de las actividades 
y tareas, su precisión temporal (tiempos máximos para ciertas actividades) y los formatos y 
guías que las compañías deben llenar (para evitar imprecisiones y facilitar su evaluación, 
seguimiento y monitoreo). Así se pretendió controlar (lo más posible) actividades que es-
capaban de toda regulación.26

23  Incluye cambios a la Constitución, leyes (hidrocarburos e industria eléctrica), reglamentos y disposiciones admi-
nistrativas de carácter general sobre: a) evaluación de impacto social; b) consulta previa y, c) designación de testigos 
sociales. 
24  Las cursivas son de la autora para señalar la relevancia de los dos principios. 
25  A nivel nacional, el artículo 25 constitucional introdujo, en 2013, el concepto de sustentabilidad. 
26  Si es difícil monitorear y medir los costos de producción de una compañía petrolera para fiscalizarla, lo es mucho 
más cuando se trata de monitorear los aspectos sociales. 
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Sobre el impacto social, la ley distingue el estudio de la evaluación de las posibles reper-
cusiones. A pesar de la similitud en el nombre, sus destinatarios y fines son muy diferentes, 
sin contar que, por olvido del legislador (Puente, 2016), el estudio de impacto social aplica 
solamente a los hidrocarburos: Exploración y Producción (eyp), así como tendido de ga-
soductos. El estudio lo realiza normalmente la dgisos, antes de una licitación (o asignación). 
Es un informe muy útil para que las compañías estimen las contraprestaciones que pueden 
ofrecer en la licitación. En cambio, la Evaluación de Impacto Social (en adelante, evis) aplica 
a ambas industrias y su aprobación por parte de la Sener es un requisito para continuar el 
proyecto. Los desarrolladores la realizan, pero es un proceso más que un simple trámite, que 
desemboca en un plan de gestión social, de tal manera que ofrece un marco para contro-
lar las actividades futuras de las empresas. La evis remite a la sustentabilidad del proyecto, 
basada en el respeto a los derechos humanos. Es una novedad y sienta un precedente que 
se deberá aplicar en otros sectores. A su vez, los impactos están caracterizados según una 
escala que va desde los menos graves hasta los “significativos”. Estos últimos son aquellos 
cuya magnitud en la implementación del proyecto puede provocar un peligro para la sub-
sistencia física y cultural de la comunidad: remite al principio precautorio o de precaución.27 

La consulta previa, libre, informada y de buena fe es la otra modalidad cuando el proyecto 
va a desarrollarse en los alrededores de una o varias comunidades (o pueblos) indígenas o 
tribales. El proceso está bajo la responsabilidad de la Secretaría de Energía (Sener), autoridad 
competente para emitir el acto definitivo. Coadyuvan en esta labor la cdi y las autoridades 
de las comunidades indígenas. La consulta previa promueve la participación de los indígenas 
(o tribales) en la toma de decisiones que afecten sus territorios y su desarrollo, con la intención 
de garantizar sus derechos y su permanencia física y cultural. Pone de relieve la importan-
cia del diálogo y de la negociación con respeto y corresponsabilidad, por un lado; privilegia el 
consenso y el consentimiento, por el otro. En términos de Jean-Jacques Rousseau, se favo-
rece la “voluntad general” sobre la “voluntad de todos” –una diferencia trascendental que 
pocos lectores de El contrato social han sabido apreciar.28 La consulta busca identificar los 
impactos (en particular, determinar si hubo precedentes y si hay documentos previos acep-
tablemente confiables) que el proyecto tendrá en la comunidad con el fin de determinar las 
acciones necesarias para prevenir o remediar las afectaciones; en contraparte, se autorizará 
la presencia del proyecto sobre sus tierras. 

27  La Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn) lo definió como tal en el caso de Monsanto: “Surge como respuesta 
ante la falta de certeza científica sobre los posibles efectos ambientales de determinadas actividades. Por ello, este 
principio requiere adoptar disposiciones de modo restrictivo, tomando medidas para que ese daño hipotético no 
llegué a producirse” (Garza, 2016). 
28  . La voluntad de todos es la resultante de la suma aritmética de la voluntad de cada individuo; al contrario, la 
voluntad general va más allá y representa como el tipo ideal de una colectividad. El contrato social, según Rousseau, 
debe emanar de la voluntad general. 
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La legislación determina las características de la consulta para que ésta sea válida: que sea 
previa, libre (sin coacción), informada, pertinente culturalmente y de buena fe. Asimismo, 
se define al indígena como sujeto de derecho a la consulta. ¿Quiénes son los actores invo-
lucrados-directa o indirectamente- en estos dos ámbitos de actuación?

Una gestión de impacto social con múltiples actores

Si la legislación anterior no era precisa en cuanto a involucrar a los actores para atender los daños, 
el nuevo marco regulatorio se ha esforzado en remediar esta carencia, al subrayar la necesidad de 
que participen múltiples actores, que difieren según la etapa de que se trate (evis o consulta).29

La consulta previa presenta el escenario más complejo. En cada consulta, la dgisos con-
forma un comité. En la práctica, en cada caso determina si la Secretaría de Gobernación 
(Segob) participa o no en el proceso. Esta facultad remite a un problema de gobernabili-
dad.30 Al respecto, es interesante notar que, desde octubre de 2016, el director general de 
Impactos Sociales y Ocupación del Suelo, Lic. Rodolfo Salazar, proviene de la Secretaría de 
Gobernación.31 De alguna manera, es el vínculo de la Segob con la Sener (por los contac-
tos previos establecidos y su conocimiento particular en cuestiones relativas a los derechos 
humanos e indígenas). Este comité incluye las dependencias orientadas a la atención de la 
población indígena –en particular la cdi y la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
(cndh).32 Uno de los grandes temas de la consulta previa –y en general, del marco regula-
torio– es definir al actor colectivo, por encima del individual. 

En el caso de los grupos indígenas, la dificultad es doble. En efecto, la definición del actor “in-
dígena”, según la legislación internacional, es compleja. Según el artículo 2 de la Constitución: “la 
conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio fundamental para determinar a quiénes 
se aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas”. Los pueblos y las personas indígenas tie-
nen el derecho y la responsabilidad de definir su pertenencia a estas colectividades; es un paso 
fundamental que quita al Estado esta prerrogativa. Por su parte, según el Convenio 169 de la oit, 
los propios indígenas son quienes tienen el derecho de autoidentificarse como tales (Garza Cer-
vera, 2016:32). Paralelamente, es menester identificar al sujeto colectivo, el pueblo constituido y 

29  La evis es un paso obligatorio para cualquier proyecto en aras de conseguir el permiso. El desarrollador es el que la 
lleva a cabo de principio a fin y determina cuáles son los actores a los que debe consultar para elaborar la evaluación. 
Los resultados son sometidos a la dgisos. 
30  En la práctica, la Segob no necesariamente acompaña el proceso de la consulta libre, a pesar de lo que indica el 
artículo 120 de la Ley de Hidrocarburos y el artículo 119 de la Ley de la Industria Eléctrica. 
31  Fue primero subdirector de Atención a Defensores (agosto de 2013 a junio de 2014), en la Unidad para la Defensa 
de los Derechos Humanos, y luego director de atención a casos (julio de 2014 a agosto de 2015) en la Unidad para la 
Defensa de los Derechos Humanos. 
32  Aunque muchas veces la cdi no interviene.
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las comunidades indígenas (o afrodescendientes o equiparables), puesto que la legislación marca 
que los individuos como tales no están autorizados a participar.33 

Aparte de éstos, la norma excluye también otras categorías de personas en la consulta: 
quienes son ajenos a la comunidad, las organizaciones productivas, sociales y los sindicatos, 
entre otros. Pueden facilitar el proceso –según los casos– los gobiernos estatales y muni-
cipales, los organismos de derechos humanos, así como la empresa y las asociaciones o 
instituciones de la sociedad civil que observan o asesoran el proceso. Es un proceso que, por 
incluir a una multiplicidad de actores, varía según los casos.34 Por lo anterior, es importante 
identificar a los actores para encontrar a los grupos de intereses y sus posibles estrategias. 

Hay un actor fundamental que suele olvidarse a pesar de su importancia en la gestión so-
cial: las instituciones financieras internacionales. Aunque estén directamente vinculadas con 
los desarrolladores, son reguladores importantes. En efecto, como lo hemos visto, a raíz de los 
“Principios de Ecuador”, las instituciones financieras internacionales empujaron de manera 
decisiva el tema de la Responsabilidad Social Empresarial para dar certeza a la inversión. Sería 
interesante saber el papel que desempeñan tras bambalinas, como asesores de los inversionistas. 

Un entorno regulatorio con luces y sombras

En la segunda parte se ha presentado el nuevo marco legal en materia de impacto social, 
con las nuevas piezas del ajedrez institucional y los objetivos que persiguen, así como los 
grupos de actores colectivos y sus intereses. Esta legislación ya está implementándose. Sin 
embargo, no ha ofrecido a la fecha los resultados esperados: muchos proyectos están dete-
nidos y se han presenciado muchos conflictos –a veces muy violentos, como en el caso de 
la matanza del 21 de octubre de 2016 en Loma de Bácum, Sonora (donde hubo tres muer-
tos y dos heridos), a raíz del enfrentamiento entre miembros de la tribu yaqui cuyas tierras 
fueron divididas por el paso del gasoducto de IEnova. Por su parte, atco, una compa-
ñía canadiense de gasoductos, ganó el 13 de febrero de 2015 el proyecto de construcción, 
mantenimiento y operación de un gasoducto que correrá 17 kilómetros, desde un lugar –
Pedregal- hasta la planta eléctrica Francisco Pérez Ríos, ubicada cerca de Tula (Hidalgo). 
La construcción debía acabar en agosto de 2015; sin embargo, a finales de 2016 todavía fal-
taban 150 metros, por un conflicto que no lograba resolverse. 

33  Según el documento Situación normativa de los derechos indígenas en México y experiencias de otros países (cdi, 2006), 
los elementos que deben reunirse para considerar a un pueblo como indígena son: tener una unidad de cultura, asumir 
su pasado histórico, proyectar un futuro común, reconocerse en un conjunto dentro de una identidad colectiva, 
decidir aceptarse como miembros de esa entidad y referirse a un territorio propio.
34  En general, el gobierno municipal tiende a participar de manera mucho más activa que el gobierno estatal en estos 
procesos. 
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En este contexto, ¿cuáles son las causas de estos conflictos que no ha podido solventar o 
atenuar la nueva legislación? Y, sobre todo, ¿cuáles son las lagunas legales y las piezas faltantes 
de este nuevo marco regulatorio, así como los retos principales que no ha sabido (o querido) 
prever o abordar la legislación, en aras de lograr una adecuada gobernabilidad sectorial, 
local, regional y nacional? La construcción y la implementación del nuevo marco regula-
torio en lo social padecen los mismos problemas que el resto del sector: la calendarización 
con la que se pone en marcha la reforma y la curva de aprendizaje de los diferentes actores. 

La calendarización es crítica. En efecto, la reforma coloca a todos los actores estatales (y 
nacionales) del sector en una situación radicalmente distinta a la anterior. Era natural que 
todos tuvieran que aprender sobre la marcha, pero la premura con la que empezó la eje-
cución del nuevo modelo en un contexto internacional sumamente complejo por la caída 
drástica de los precios del crudo acentúa los riesgos que implica la falta de preparación de 
los diferentes jugadores. Contrario a lo que rezaban los objetivos oficiales de la reforma –
responder a un cálculo de optimización económica– esta calendarización forzada atiende 
una estrategia político-electoral. Aunado a esto, la fuerte heterogeneidad que caracteriza 
la madurez en el entendimiento de las reglas de los diversos grupos de actores complica 
todavía más la posibilidad de un diálogo sereno –cuando la interacción respetuosa para lo-
grar una decisión consensuada es una recomendación de la nueva legislación. Entre los tres 
principales grupos de interés, posiblemente los desarrolladores –en particular, las compa-
ñías extranjeras– sean los que tienen una mejor comprensión del tablero, por su exposición 
anterior a situaciones semejantes en otros países en donde intervienen. Además, muchas 
empresas ya cuentan con reglas internas de responsabilidad social, de tal suerte que saben 
cómo acomodarse con los requisitos legales para conseguir una licencia social, sin afectar en 
demasía la rentabilidad del proyecto. Por su parte, al forjar las reglas del juego, el gobierno 
ocupa una posición ventajosa: ser el mediador final. Su lógica consiste en equilibrar los fi-
nes económicos (propiciar la inversión rentable y la seguridad energética a mediano y largo 
plazo) con la meta política suprema (la gobernabilidad). Mientras tanto, las comunidades 
suelen desconocer el tema y a menudo tienen una visión más local. Por lo anterior, la ma-
yoría participa en las discusiones desde una posición de inferioridad (falta de información, 
problemas de traducción y de comprensión de las reglas) y se encuentran sujetas a rumores. 

A la par, la cosmovisión de los grupos comunitarios (sobre todo, indígenas) es radi-
calmente distinta de la de otros grupos de actores. Los pueblos indígenas hablan lenguas 
distintas y tienen referencias diametralmente opuestas. La noción del tiempo lo ilustra: 
mientras que para un inversionista es dinero y apuro, para un indígena representa la opor-
tunidad de forjar relaciones y de establecer confianza con el interlocutor.35

35  Los indígenas de Oaxaca no entienden que el viento, elemento natural por excelencia, tenga un precio en el mercado. 
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Además de los obstáculos que representan la calendarización, la curva de aprendizaje 
y las cosmovisiones antagónicas, el nuevo entorno organizacional tampoco facilita la flui-
dez en la comunicación de múltiples actores. Del lado de las reglas, puede deplorarse cierta 
laxitud en las definiciones. La más notoria concierne al sujeto “indígena”: ¿Según qué crite-
rios debe valorarse la autoproclamación de la identidad individual cuando la persona vive 
fuera de su comunidad y ha cambiado su forma de vida tradicional? Ciertamente, es com-
plicado, porque descansa en la apreciación individual. La dificultad de normar estos casos 
supone un problema teórico-metodológico que repercute en el alcance de la regulación so-
cial, en comparación con la normativización de tipo económico-financiero, la cual descansa 
en criterios cuantitativos (supuestamente más objetivos). La noción de “impacto significa-
tivo” es del mismo calibre: remite a un principio precautorio (la simple susceptibilidad del 
impacto), que surge como respuesta ante la falta de certeza científica sobre los posibles efec-
tos ambientales (o sociales) de determinadas actividades (Garza, 2016). 

Por otro lado, la ley puede ser discriminatoria. Por ejemplo, las comunidades o ejidos 
mestizos no tienen derecho a una consulta previa, sino a una consulta pública que no tiene 
el mismo impacto.36 Estas comunidades tampoco tienen acceso a los beneficios sociales 
compartidos, que representan una aportación extra, distinta a las obligaciones legales de 
aplicar medidas de prevención y mitigación de los impactos negativos o a medidas que bus-
can la ampliación de los impactos positivos. Aunque sean actividades u obras financiadas 
por la empresa, no son obligatorias a nivel legal por no vincularse directamente con el pro-
yecto. Son de beneficio compartido cuando la empresa construye o repara caminos que no 
son indispensables para desarrollar el proyecto, pero que son útiles a la comunidad. Esta 
diferencia en el tratamiento entre comunidades indígenas y mestizas ha llegado a provocar 
desacuerdos y rivalidades en muchos casos. 

La autoridad (Sener) es la responsable de determinar si debe realizarse una consulta 
previa, a pesar de que sea el desarrollador quien la pida para prevenir problemas futuros. 
Esta facultad puede provocar distorsiones. Es muestra de que a, veces, el problema de go-
bernabilidad supera  al tema regulatorio. Por su parte, ciertas normas son inadecuadas. La 
evis generalizada, sin diferenciar la dimensión del proyecto, ha dificultado el trabajo de la 
dgisos que, por ello, no puede atender a tiempo los reglamentos que ella misma emitió.37 

36  La figura de la consulta pública en el sector energía aparece en la Ley para el Aprovechamiento de Energías Renova-
bles y el Financiamiento de la Transición Energética (laerfte), en la reforma de 2008, art. 21. Dicta que todo proyecto 
de generación eléctrica con capacidad superior a 2.5 MW debe asegurar la participación local y regional, pero no dicta 
los pasos que deben seguirse ni los criterios generales para que se haga efectiva (Grunstein, 2016: 501).
37  En efecto, las gasolineras –aun en un pequeño pueblo- deben atender las mismas evis que un proyecto eólico en 
el Istmo de Tehuantepec, lo cual no tiene sentido, y representan la gran mayoría de las 400 evis que la dgisos debe 
atender, con un personal sumamente reducido. 
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Seguir las mejores prácticas a nivel internacional llevó al regulador a inspirarse en leyes 
oriundas de países anglosajones o europeos. Es válido, entonces, preguntarse si son siempre 
adecuadas y aplicables en un entorno que difiere tanto por sus referentes históricos y cultu-
rales, como por su falta de instituciones sólidas -un Estado de derecho débil, por ejemplo. 
La corrupción rampante,38 así como la fragilidad de la transparencia y de la rendición de 
cuentas dificultan aplicar ciertas normas y leyes, sin contar con la ausencia de sanciones en 
varios aspectos de la legislación.39 

Finalmente, la nueva Dirección General de Impactos Sociales y Ocupación Superficial 
del Suelo presenta una situación problemática. Su localización en la Sener la vuelve juez y 
parte. Como depende de la Oficina del Secretario, debe acatar las decisiones tomadas por 
el Secretario de Energía. Esto plantea un problema de temporalidad y autonomía. Por su 
nombramiento, el Secretario tiene una lógica sexenal y es prisionero de una racionalidad 
temporal limitada (en lo político-electoral y en términos de gobernabilidad), mientras que 
el proyecto responde a una temporalidad mucho mayor (de 20 a 30 años). ¿Cómo expli-
car de otra manera, por ejemplo, la decisión de no aplicar una evis al proyecto de líneas de 
transmisión entre Oaxaca y México? Por otro lado, la dgisos carece de capacidad de ac-
ción: tiene muy poco personal (15 funcionarios), lo que es del todo insuficiente en relación 
con la amplitud de tareas que debe llevar a cabo -lo es incluso comparado con otros paí-
ses en un contexto similar, como Colombia, que cuenta con 250 empleados (Puente, 2016). 

¿Cómo solucionar estas deficiencias? 
El fortalecimiento institucional –mayor autonomía y capacidad de acción de la dgisos– es 

un tema que debería atenderse con rapidez. La creación de un órgano desconcentrado de la Se-
cretaría de Gobernación, responsable de impactos sociales y ocupación superficial de manera 
amplia (no sólo en energía), podría ser una respuesta adecuada para otorgar la indepen-
dencia necesaria a esta entidad. Al atender diversos sectores industriales y de servicios, este 
organismo adquiriría poder político y se dotaría de mayores recursos financieros y huma-
nos. Paralelamente, habría que ofrecer una sólida formación para preparar futuros expertos 
en estos temas. Son escasos los diplomados existentes hoy en día; el atractivo del dinero fá-
cil ha propiciado que surjan muchas consultorías, las cuales, sin conocimiento previo ni del 
sector ni del tema de impactos sociales, ofrecen servicios a las empresas, los organismos in-

38  En 2015, México ocupó el lugar 95 de 168 países calificados según sus niveles de percepción de la corrupción. 
Asimismo, el Banco Mundial calificó ese año a México con 26 sobre 100 en sus indicadores de control de la corrupción 
(Casar, 2015). 
39  Muchas veces, los presidentes municipales extorsionan al empresario exigiendo montos exorbitantes del valor total 
del proyecto, pues calculan que esa oportunidad no volverá a repetirse muy pronto. El caso de Atotonilco, aunque no 
corresponde al sector de la energía (era un proyecto de aguas residuales) es muy significativo. El presidente municipal 
reclamaba 2% del valor de la obra.
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ternacionales o al gobierno. Su inexperiencia afecta e incluso empeora este panorama, de 
por sí complejo. 

Finalmente, sería deseable acabar con el hábito de caracterizar con prejuicios a los dife-
rentes grupos de interés: no todas las comunidades son atrasadas y carecen de información ni 
todos los desarrolladores evaden su responsabilidad en cuanto a impacto social. Dichas cari-
caturas imposibilitan de antemano la posibilidad de que se dé un diálogo real entre los actores. 

Más allá de la seguridad y la sostenibilidad energética, el tema de los impactos sociales 
y su gestión se relaciona con el problema de gobernabilidad –el cual tiene diversas anclas. 
Se vincula con una transición política inacabada; un proyecto económico de índole “neo-
liberal” que contrasta fuertemente con la visión del nacionalismo postrevolucionario y la 
deuda histórica de la Nación hacia los pueblos indígenas y el campo en general. Sobre esta 
transición inacabada, los mecanismos tradicionales de control se debilitaron, sin que los 
reemplacen piezas más acordes con el nuevo sistema político democrático. Esto propicia 
grandes vacíos de poder y de autoridad. Paralelamente, la sociedad civil sigue en un esta-
dio precario de formación en muchos aspectos. 

Frente a las dos visiones que surgen de proyectos político-económicos contrastantes –el 
viejo régimen postrevolucionario, de corte popular y nacionalista, edificado sobre el poder 
del Estado, versus un proyecto tecnocrático y liberal basado en los valores del mercado-, la 
reconciliación parece complicada. La gente del campo ha adoptado como propia la narrativa 
de la reforma agraria. Para ellos la Revolución les hizo justicia al devolverles tierras acapara-
das por los latifundistas. Por lo anterior, suelen ver a los nuevos inversionistas como nuevos 
expoliadores, cuando no como nuevos conquistadores.40 La deuda histórica hacia los indí-
genas –y hacia el campo– está en medio de estos temas. Sin embargo, en este último caso, el 
verdadero deudor es el Estado mexicano, que suele escapar de sus responsabilidades y trans-
ferirla hábilmente a los inversionistas. Este antagonismo socio-histórico no resuelto tiene 
consecuencias en el desarrollo de los nuevos proyectos de infraestructura. La presencia de 
las nuevas infraestructuras en comunidades que son de por sí demasiado sensibles a la in-
jerencia externa polariza estas carencias de gobernabilidad. La nueva regulación de gestión 
de impactos sociales por sí sola no puede remediar conflictos que emanan de otros ámbitos.

Conclusión

Como hemos apuntado constantemente a lo largo de este trabajo, el nuevo marco legal so-
bre impactos sociales derivados de los proyectos energéticos busca prevenir, matizar o curar 
afectaciones y conflictos entre comunidades y desarrolladores, con vista a propiciar las in-

40  Es el caso de las compañías eólicas españolas que se instalaron en tierras indígenas del Istmo de Tehuantepec.
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versiones en este sector, en un momento en que el Estado no puede –ni quiere– asumir estas 
nuevas inversiones. Dichos impactos acompañan una reforma orientada a garantizar la segu-
ridad y la sostenibilidad energéticas del país, eventualmente con una transición energética. 
Sin embargo, la regulación social tiene que lidiar no sólo con los temas de sustentabilidad 
y de seguridad energéticas, sino también con el asunto crítico de la gobernabilidad. En el 
caso de la reforma energética, es claro que haber realizado un cambio al paradigma secto-
rial (la apertura de la industria energética) cuando el cambio del paradigma global (cambio 
de modelo de país) no acababa de cuajar ha llevado a una situación problemática.41 

En efecto, normalmente la formulación de políticas (policy making) busca armonizar y ajus-
tar el paradigma sectorial con el paradigma global. Es un requisito todavía más apremiante 
en caso de una transformación importante del paradigma global. En el caso mexicano, se 
pasó de un régimen de tipo “nacional-popular” (postrevolucionario) a un modelo liberal. 
Este salto cualitativo debería de haberse acompañado por una verdadera reforma de Estado 
(y quizá, por un pacto fundador entre las principales fracciones políticas del país (Jobert, 
1991). Era una condición sine qua non para asegurar el éxito del cambio a nivel sectorial en 
el que axiomas, principios, conceptos y, por ende, instituciones deben encajar y correspon-
der con los del paradigma global. Pretender construir nuevas instituciones a nivel sectorial 
(agencias y legislación) sin haber hecho tabula rasa del pasado (Constitución, corporativis-
mos, ausencia de un Estado de derecho, impunidad, viejos actores, cultura holista, lealtad 
personal en detrimento de la institucional, etc.) conlleva dificultades importantes. En este 
contexto será difícil que el nuevo marco regulatorio funcione plena y satisfactoriamente, si 
antes no se sanean las bases del edificio. 

41  Según algunos politólogos y sociólogos, esto se debe a la ausencia de una reforma del Estado –equivalente al Pacto 
de la Monclova español– que obligue a rediseñar prioridades y papeles entre el Estado y el mercado.
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